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RADICACIÓN N° 70001-33-33-009-2019-00286-00 

DEMANDANTE: EDDY CARDENAS PALMETH 

DEMANDADO: UGPP 
 

Asunto: Medida cautelar 

 

1. ANTECEDENTES 

 

La parte ejecutante, solicita como medida cautelar el EMBARGO y 

RETENCION de los dineros que tenga o llegare a tener la demandada 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL – 

UGPP- identificada con el NIT- No. 900-373-913-4, tenga o llegase 

a tener depositada en el BANCO POPULAR en las cuentas Nos. 110-

026-00138-8; 110-026-00140-4; 110-026-00169-3; 110-026-

00137-0 y 110-026-001685, a excepción de los que provengan de 

los recursos del Sistema General de participación y del Sistema 

General de Regalías. Además, que se libre la medida cautelar, sin 

tener en cuenta la inembargabilidad de los recursos teniendo en 

cuenta que el título judicial aportado es una sentencia judicial. 

 

Así mismo, solicita OFICIAR, al FONDO NACIONAL DE PENSIONES 

DEL NIVEL NACIONAL- FOPEP- especificando que lo que se pretende 

con esta medida cautelar solicitada, es garantizar el pago de una 

sentencia judicial como fundamento legal de la excepción del 

principio de inembargabilidad, para que indique los números de 

cuenta en que se depositan recursos a nombre de la UGPP - 
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identificada con el NIT No. 90037391-34, cual es el saldo de las 

cuentas estableciendo el origen de los recursos depositados en ella 

y el nombre de tales cuentas.  

 

En memorial anterior, había solicitado como medida cautelar el 

embargo de remanente dentro del proceso ejecutivo singular 

seguido por DORIS LAMBY BARRETO  contra la UGPP,  que cursa en 

el H. Tribunal Administrativo de Sucre bajo el radicado 2016-00014-

00. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Medidas cautelares. Bienes inembargables: Por regla general, 

según lo dispuesto en el artículo 594 del C.G.P, numeral 1, los 

bienes de las cuentas del sistema general de participaciones y 

regalías son inembargables, sin embargo, dicha regla admite 

algunas excepciones, las cuales se encuentran establecidas por la 

jurisprudencia1 ellas son:  

 

a) Cuando se trate de satisfacer créditos u obligaciones de origen 

laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 

condiciones dignas y justas. 

b) El pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 

jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 

providencias. 

c) Créditos provenientes de contratos estatales. 

 

Para arribar a la conclusión precedente, menester es señalar el 

conjunto de disposiciones que dentro de nuestro ordenamiento 

jurídico regulan la inembargabilidad de los bienes públicos, veamos:  

 

-Artículo 19 del Decreto 111 de 1996 “Estatuto Orgánico del 

Presupuesto”, el cual recopiló las leyes 38 de 1989, 179 de 

1994 y 225 de 1991. En el texto original de dichas normas 

encontramos (en el artículo 6 de la Ley 179 de 1994) el principio de 

la inembargabilidad del presupuesto público. Tales medidas 

consagran el principio presupuestal público de la inembargabilidad 

de las rentas, bienes y derechos de las entidades que hacen parte 

del presupuesto general de la nación, haciendo extensivo ése 

                                                           
1 Ver entre otras, Sentencia C- 1154 de 2008 M.P Dra. Clara Inés Vargas Hernández, sentencia C- 539 de 

2010, sentencia del H. Consejo de Estado Bogotá D.C., ocho (8) de mayo de dos mil catorce (2014) Radicación 

número: 11001-03-27-000-2012-00044-00(19717) C.P. Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez. 
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principio a los recursos que reciben las entidades territoriales, de 

acuerdo a lo consagrado en el título XII, capítulo 4, artículos 356 a 

364 de la C.P. 

 

-Artículos 192, 194, 195 y 299 del C.P.A.C.A. (Ley 1437 de 

2011). Respecto de estas preceptivas huelga indicar: 

o El parágrafo segundo del artículo 195 consagra de forma 

expresa la inembargabilidad del monto asignado para sentencias y 

conciliaciones y los recursos del Fondo de Contingencias. 

o Los artículos 194 y 195, en concordancia con la Ley 448 de 

1998, desarrollan el tema del Fondo de Contingencias de entidades 

Estatales, figura jurídica de gran importancia para garantizar no solo 

los derechos de las personas que reclaman frente al Estado, sino la 

solidez y estabilidad de las finanzas públicas. La primera de las 

normas comentadas, en su inciso 1, establece la obligación legal a 

las entidades públicas que hacen parte del presupuesto general de 

la nación (identificadas en el numeral 2.3. de este escrito) de valorar 

las contingencias judiciales conforme el reglamento. El inciso 

segundo, concreta la obligación de realizar los aportes al fondo en 

estudio, conforme lo consagra la Ley 448 de 1998, y acorde con la 

regulación especial que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

consagre. 

o El inciso 3 del artículo 194 en análisis, establece que esta 

obligación se extiende a las entidades territoriales y 

descentralizadas obligadas a realizar los aportes al Fondo de 

Contingencias que regula la Ley 448 de 1998. Por ello, es menester 

estudiar esta normativa. 

o La Ley 448 de 1998, regula el tema relacionado con el manejo 

de las obligaciones contingentes de las entidades estatales, al tenor 

de lo dispuesto por el parágrafo del artículo 1 de la mencionada ley, 

“… las obligaciones pecuniarias sometidas a condición.”  

o Dentro de las entidades incluidas en el ámbito de acción de la 

norma (artículo 1), se encuentran la Nación, las Entidades 

Territoriales y las Entidades Descentralizadas de cualquier orden, es 

decir, su campo de obligatoriedad se extiende a todas las entidades 

estatales que conforme a las normas presupuestales, deben incluir 

el servicio de la deuda. 

o En concordancia con la ley en estudio, encontramos la Ley 819 

de 2003, que consagra el Marco Fiscal de Mediano Plazo, aplicable 

a las entidades ya mencionadas, dentro del que encontramos los 

pasivos contingentes y en ellos las obligaciones derivadas de las 

sentencias y conciliaciones. 
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o No obstante la importancia de estas normas, todas remiten al 

reglamento para su aplicación práctica, es decir, se establece que el 

reglamento es el que determina los aportes, trasferencias y sus 

montos. 

o Revisadas las reglamentaciones existentes a la fecha, 

encontramos el Decreto 423 de 2001, que reglamenta las 

contingencias contractuales y el Decreto 3800 de 2005, que regula 

el tema de las contingencias originadas en operaciones de crédito 

público. En otras palabras, no existe reglamento que desarrolle el 

Fondo de Contingencias con el fin de cancelar las obligaciones 

derivadas de sentencias y conciliaciones, es decir, en este punto nos 

encontramos frente a un fondo sin recursos2. 

o Por otro lado, resulta importante resaltar que tal como lo 

regulan los artículos 192 y 299, se establece como término para que 

la condena impuesta por la jurisdicción preste mérito ejecutivo, el 

de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la providencia 

que la imponga. Por lo tanto, se disminuye el plazo consagrado en 

el 177 del C.C.A. de dieciocho (18) meses. 

o Se consagra nueva forma de causación de los intereses sobre 

las obligaciones impuestas en la sentencia, a la tasa del DTF para 

los diez (10) primeros meses y a intereses moratorio comercial 

(interés corriente bancario más una mitad) a partir del vencimiento 

de dicho plazo. 

 

 Artículo 584 del C.G.P. (Ley 1564 de 2012). Esta norma 

consagra la inembargabilidad de las rentas y recursos incorporados 

al presupuesto general de la nación, adicionando que son 

inembargables las rentas del presupuesto de las entidades 

territoriales, las cuentas del sistema general de participación, 

regalías y recursos de la seguridad social. 

 

 Artículo 37 de la Ley 1769 de 2015. Esta norma establece el 

procedimiento a seguir en caso de que los funcionarios públicos 

reciban orden de embargo de bienes o rentas incorporados en el 

presupuesto general de la nación (incluidas las transferencias del 

sistema general de participaciones), a fin de que se solicite el 

desembargo de los mismos. Se resalta que a través de esta ley se 

expide el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y la Ley de 

                                                           
2 En este sentido la doctrina que desarrolla el tema, nos ilustra: “La última hipótesis de situaciones en las que 
se generan pasivos contingentes que habrán de ser relacionados en el Marco Fiscal de Mediano Plazo es la de 
aquellas que tiene su origen en sentencias y conciliaciones de las que se deriven obligaciones pecuniarias a 
cargo de la entidad pública. Todo ello de acuerdo con la reglamentación que al efecto deba expedirse.” 
RESTREPO, Juan Camilo. Derecho presupuestal colombiano. Bogotá: Editorial Legis, 2014, p. 53. 
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Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de 

diciembre de 2016, y todas las leyes anteriores a esta (para las 

vigencias fiscales anuales) contienen una norma con redacción igual 

o similar, cambiando solamente la numeración del artículo3. 

 

Ahora bien, enunciado el marco normativo que regula el tema, 

procedemos a estudiar lo que la Jurisprudencia nacional ha 

desarrollado, así:  

 

La jurisprudencia constitucional: La Corte Constitucional, como 

guardiana y garante de la Constitución Política que es, se ha 

pronunciado en varias oportunidades frente a la constitucionalidad 

de las normas ya mencionadas. Veamos qué nos dice la Corte sobre 

estos temas: 

 

La sentencia C-546 de 1992: en esta providencia se pronuncia la 

Corte Constitucional sobre la constitucionalidad del principio de 

inembargabilidad del presupuesto público, aclarando los derechos 

que se encuentran en conflicto. Por una parte el principio de 

inembargabilidad del presupuesto, fundado en la protección del bien 

público y del interés general, y por otra, el derecho al pago de los 

salarios y pensiones públicas. 

 

En dicha providencia se interpreta el principio en mención como una 

regla general que garantiza la protección del interés general, pero 

que no se constituye en una regla infranqueable, dado que, 

conforme al Estado Social de Derecho consagrado en el artículo 1 

constitucional, existen principios superiores, como los derechos de 

los trabajadores. Sobre este punto, afirma la Corte: 

                                                           
3 Ver: 

 Ley 1737 de 2014, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2015”, artículo 39. 

 Ley 1687 de 2013, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2014”, artículo 36. 

 Ley 1593 de 2012, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2013”, artículo 37. 

 Ley 1485 de 2011, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2012”, artículo 36. 

 Ley 1420 de 2010, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2011”, artículo 37. 

 Ley 1395 de 2009, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2010”, artículo 37. 

 Ley 1260 de 2008, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2009”, artículo 37. 

 Ley 1169 de 2007, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2008”, artículo 37. 

 Ley 1110 de 2006, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2007”, artículo 38. 
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“5.2.2. La Excepción: La Embargabilidad en el caso de las obligaciones dinerarias 

a cargo del Estado, que han surgido de relaciones laborales y cuyo pago no se 

ha obtenido por la vía administrativa o judicial. 
 

Debe la Corte en este punto, empezar por indicar que la decisión del juez 
constitucional sobre la exequibilidad o inexequibilidad de una norma no siempre 
se reduce a la simple declaración de la una o la otra. Tanto la exequibilidad como 

la inexequibilidad pueden serlo con ciertas condiciones y bajo ciertas 
circunstancias. Dicho de otra manera: la declaración del juez sobre la adecuación 

de la Ley a la Constitución no excluye las excepciones del caso. Poner en 
evidencia las excepciones a la regla es, precisamente, hacer que la aplicación 

del derecho sea razonable, adecuada a los hechos.    
 
El problema de la relación entre el derecho y la sociedad es un problema de 

adecuación de adaptación. En este sentido la lógica a partir de la cual se 
encuentran soluciones para la relación derecho/sociedad es la lógica de lo 

razonable y no la lógica racional. La decisión judicial es la manifestación más 
importante del esfuerzo por hacer funcional y razonable la relación entre derecho 
y sociedad. De ahí que se haya dicho que el juez es un instrumento de paz social. 

Por eso, la Constitución efectiva de un Estado no se limita a la simple 
enumeración de sus artículos. La Carta debe ser complementada con las 

decisiones judiciales que indican la manera como se aplican sus normas. Dicho 
en otras palabras: el juez constitucional, en sus decisiones, complementa el 
texto legal con los criterios de aplicación, esto es, con las excepciones a la regla 

que no han sido contempladas en el texto fundamental,14 a través de la creación 
de las normas que la doctrina ha denominado "sub-constitucionales." 

Además la interpretación de una norma por parte del juez constitucional “en un 
cierto sentido” tiene precedentes tanto en la jurisprudencia colombiana como en 
la doctrina extranjera. 

... 
En este orden de ideas, el derecho al trabajo, por su especial protección en la 

Carta y por su carácter de valor fundante del Estado social de derecho, merece 
una especial protección respecto de la inembargabilidad del presupuesto. 
 

En consecuencia, esta Corporación estima que los actos administrativos que 
contengan obligaciones laborales en favor de los servidores públicos deben 

poseer la misma garantía que las sentencias judiciales, esto es, que puedan 
prestar mérito ejecutivo -y embargo- a los dieciocho (18) meses después de 
haber sido ejecutoriados, de conformidad con el artículo 177 del código 

contencioso administrativo, que dice en sus incisos primero y cuarto: 
… 

En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los 
cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del 
Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo se logre mediante el 

embargo de bienes y rentas incorporados al presupuesto de la nación, 
este será embargable en los términos del artículo 177 del Código 

Contencioso Administrativo.” (Resaltado del Despacho) 

Es en esta providencia (al declarar la exequibilidad condicionada de 

la norma demandada) que se crea la primera excepción a la 

inembargabilidad del presupuesto público: los derechos laborales y 

                                                           
14 Según una versión moderada del realismo jurídico, ampliamente aceptada hoy en día, el derecho efectivo 
de un Estado, más que encontrarse en el conjunto de textos normativos votados y promulgados, está en la 
idea, en la representación que los jueces y los aplicadores del derecho tienen de dicho conjunto. Cfr. H.L.HART, 
El Concepto del Derecho, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, p. 125 y ss. 
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pensionales que se encuentren reconocidos en acto administrativo 

particular o sentencia en firme. 

Se resalta que antes de la vigencia de la Constitución Política de 

1991, la Corte Suprema de Justicia se había pronunciado sobre la 

exequibilidad de la norma aquí estudiada, declarando su 

constitucionalidad con el argumento de dar prevalencia al interés 

general y a la intangibilidad de los bienes públicos4. 

La sentencia C-013 de 1993: En esta providencia se estudia la 

constitucionalidad de los artículos 14 y 16 del Decreto 036 de 1992, 

y 5 y 6 del Decreto 037 de 1991, normas que establecen la 

inembargabilidad de los bienes del Fondo de Pasivo Social de la 

Empresa Puertos de Colombia, y la Empresa Puertos de Colombia 

(en liquidación). Esta providencia retoma la sub regla 

jurisprudencial construida en la sentencia previamente mencionada 

y, por ende, declara constitucionales las citadas normas, “… dejando 

a salvo las situaciones en las cuales la efectividad del pago de las 

obligaciones laborales a cargo de la Nación con ocasión de la 

liquidación de la Empresa Puertos de Colombia sólo pueda hacerse 

mediante el embargo de los bienes y recursos del Fondo de Pasivo 

Social, o de las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 

general de la Nación a su nombre, en cuyo caso el embargo 

correspondiente se ajustará a lo señalado en el artículo 177 del 

Código Contencioso - Administrativo.”5  

 

La sentencia C-017 de 1993: A través de esta sentencia se 

analiza la constitucionalidad del artículo 1 de la ley 15 de 1982, ya 

referenciada. La corte no hace en esta providencia más que reiterar 

la posición que ya se va sentando como su línea sobre el tema 

(fijada en las dos providencias antes citadas), por lo que declara la 

exequibilidad de la norma bajo la condición de que se dejen a salvo 

las situaciones en las cuales el pago efectivo de las obligaciones 

laborales sólo puede materializarse con el embargo de los recursos, 

caso en el cual el embargo se hace procedente en los términos del  

artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, y 336 del 

                                                           
4 “Es cierto que ninguna de las normas fundamentales que regulan los diferentes aspectos presupuestales, 

alude a la inembargabilidad de las rentas y recursos del Estado; sin embargo, su consagración en el Estatuto 

Orgánico Fundamental no quebranta ningún principio constitucional pues surge como mecanismo lógico de 

necesidad imperiosa para asegurar el equilibrio fiscal y garantizar el estricto cumplimiento de los principios 

constitucionales relacionados, a los cuales debe sujetarse la ejecución presupuestal, pues de otra forma se 

daría lugar al manejo arbitrario de las finanzas lo cual conduciría a que se hicieran erogaciones no 

contempladas en concreto en la Ley de apropiaciones, o en cuantía superior a la fijada en ésta, o transferencia 

de créditos sin autorización; y en fin, a desequilibrar el presupuesto de rentas y gastos y destinar aquellas a 

fines no previstos en el presupuesto  nacional.” CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA PLENA. Sentencia No. 

44 de marzo 22 de 1990.  M.P. Dr. JAIRO DUQUE PÉREZ. Expediente No. 1992. 

5 Apartes resolutivos 7º y 8º de la Sentencia C-013 de 1993. 
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C.P.C., y bajo la condición de que el derecho se encuentre 

consolidado en acto administrativo particular, o sentencia en firme. 

La sentencia C-337 de 1993: Se demanda en esta oportunidad la 

ley 21 de 1992, “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y 

Recursos de Capital y la Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal 

del 1o. de Enero al 31 de Diciembre de 1993”. La Corte reitera la 

doctrina sentada en los fallos anteriores sobre el carácter no 

absoluto del principio de inembargabilidad del presupuesto público, 

en palabras que podemos clasificar en esta providencia como ratio 

decidendi, y que se transcriben en el aparte pertinente: 

 

“f)  El principio de la inembargabilidad 
 

El artículo 16 de la ley orgánica del presupuesto, señala que "las rentas y 
recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación son 

inembargables.  La forma de pago de las sentencias a cargo de la Nación se 
efectuará de conformidad con el procedimiento establecido en el Código 
Contencioso Administrativo y demás disposiciones legales concordantes". De 

acuerdo con lo estipulado en el artículo transcrito, se tiene que son 
inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto nacional. El 

principio de la inembargabilidad se justifica porque se cuenta con esas rentas y 
recursos para una inversión o funcionamiento que requiere la Nación para 
satisfacer el interés general. Con ello se logra la efectividad del cumplimiento 

presupuestal, pues así como no hay título jurídico alguno que tenga validez 
frente al interés general. Esta Corporación ha sostenido, y lo reitera, que la 

embargabilidad de las rentas y recursos incorporales en el presupuesto nacional 
es procedente cuando se trata de sentencias que han condenado a la Nación o 
a entidades del Estado, habiendo transcurrido un lapso superior a los dieciocho 

(18) meses, contados a partir de la ejecutoria de la providencia (art. 177 C.C.A.). 
 

Cabe destacar sin embargo, que este principio de la inembargabilidad no es 
absoluto, ya que con base en él no puede, por ejemplo, desconocerse un derecho 
fundamental. … 

… 
Es decir, el principio de la inembargabilidad es un criterio de seguridad 

presupuestal, que vela por la existencia de recursos, que son de interés general, 
pero nunca puede atentar, ni ser causa del desconocimiento de cualquier 
derecho fundamental, pues no hay título jurídico contra la validez y eficacia de 

los derechos fundamentales.”6 

La sentencia C-103 de 1994: Se estudia en esta sentencia la 

constitucionalidad de los incisos 2 y 3 del artículo 513 del C.P.C., 

norma que consagra la inembargabilidad de las rentas y recursos 

incorporados al presupuesto general de la Nación. Dado que la 

norma estudiada posee igual literalidad que el artículo 16 de la Ley 

38 de 1989, estudiado en su constitucionalidad en la Sentencia C-

546 de 1992, la Corte retoma dichos argumentos y reitera las 

excepciones ya mencionadas de inembargabilidad del presupuesto. 

                                                           
6 Sentencia C-337 de 1993. 
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La sentencia C-263 de 1994: Esta sentencia hace relación al 

estudio de constitucionalidad de los artículos 64 del Decreto 1221 

de 1986, y 318 del Decreto 1222 de 1986, reiterando en ella la línea 

construida hasta la fecha, excepcionando el principio de 

inembargabilidad del presupuesto con relación a los créditos 

laborales, como ya se ha indicado.  

Con relación al límite impuesto en estas normas al embargo de los 

recursos propios de las entidades descentralizadas del orden 

departamental, la Corte lo considera ajustado a la constitución, en 

los siguientes términos: 

 
“Tan contraria a la Constitución sería una interpretación de sus mandatos en 

cuya virtud se hiciera prevalecer el interés de los acreedores sobre los generales 
de la comunidad dando lugar a toda clase de embargos, en tal forma que se 

hiciera imposible la cabal operación de las entidades públicas, como una que 
condujera al absoluto desamparo de aquellos. 
 

Lo que conviene a la justicia es que cuando menos parte del patrimonio estatal 
atienda al principio genérico y sea prenda común de los acreedores, en la medida 

en que no afecte los intereses generales. Corresponde al legislador definir cuál 
es esa medida y equilibrar así los intereses en controversia.”7 
 

La sentencia C-354 de 1997: Se estudia en esta providencia la 

constitucionalidad del  artículo 19 del Decreto 111 de 1996, que 

corresponde al contenido normativo del artículo 6 de la ley 179 de 

1994, normas estas que consagran el principio de inembargabilidad 

del presupuesto general de la nación. 

Esta sentencia es de gran importancia, pues no se limita a reiterar 

la posición ya expuesta, sino que la adiciona, dado que en la decisión 

de fondo, la Corte excepciona el principio de la inembargabilidad no 

sólo a los actos administrativos de contenido particular y sentencias 

en firme que reconozcan créditos laborales, sino que lo extiende a 

los créditos a cargo del Estado que consten en sentencias u otros 

títulos legalmente válidos. Las palabras de la Corte sobre el tema 

son del siguiente tenor: 

 

“a) La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla 

general es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de 

sentencias judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de 

los derechos reconocidos a las personas en dichas sentencias. 

Por contener la norma una remisión tácita a las disposiciones del Código 

Contencioso Administrativo, igualmente entiende la Corte que los funcionarios 

competentes deben adoptar las medidas que conduzcan al pago de dichas 

sentencias dentro de los plazos establecidos en las leyes, es decir, treinta días 

contados desde la comunicación de la sentencia (art. 176), siendo posible la 

                                                           
7 Sentencia C-103 de 1994. 



Ejecutivo 2019-00286 

Medida Cautelar 

Página 10 de 15 

 

ejecución diez y ocho meses después de la ejecutoria de la respectiva sentencia  

(art. 177).  

Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 

pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan 

en actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de 

la administración. Sin embargo ello no es asi, porque no existe una justificación 

objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 

constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 

configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible.  Tanto valor 

tiene el crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio 

Estado a través de los modos o formas de actuación administrativa que regula 

la ley. 

Por lo tanto, es ineludible concluir que el procedimiento que debe seguirse para 

el pago de los créditos que constan en sentencias judiciales, es el mismo que 

debe adoptarse para el pago de los demás créditos a cargo del Estado, pues si 

ello no fuera así, se llegaría al absurdo de que para poder hacer efectivo un 

crédito que consta en un título válido emanado del propio Estado es necesario 

tramitar un proceso de conocimiento para que a través de una sentencia se 

declare la existencia de un crédito que, evidentemente, ya existe, con el 

pernicioso efecto del recargo innecesario de trabajo en la administración de 

justicia.   

 

En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean que 

consten en sentencias o en otros títulos legalmente validos, deben ser pagados 

mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 

meses después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con 

embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 

sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 

bienes de las entidades u órganos respectivos.   

Sin embargo, debe advertir la Corte que cuando se trate de títulos que consten 

en un acto administrativo, éstos necesariamente deben contener una obligación 

clara, expresa y actualmente exigible que emane del mismo título, según se 

desprende de la aludida sentencia C-103 y que en el evento de que se produzca 

un acto administrativo en forma manifiestamente fraudulenta, es posible su 

revocación por la administración, como se expresó en la sentencia T-639/968.”9  

 

Así las cosas, en tratándose de organismos incorporados al 

presupuesto general de la nación, la regla de la inembargabilidad se 

entiende excepcionada por todos los títulos legalmente válidos 

(independiente del origen o naturaleza de la obligación en ellos 

contenida) una vez transcurridos los 18 meses desde que se hizo 

exigible la obligación. Lo anterior teniendo en cuenta que, en estos 

casos (dada la legalidad del gasto público derivado del principio de 

universalidad10, antes de la materialización de la obligación), ésta 

                                                           
8 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
9 Sentencia C-354 de 1997. 
10 El Decreto 111 de 1996, consagra el principio de universalidad, en los siguientes términos: “ARTÍICULO 

15. UNIVERSALIDAD. El presupuesto contendrá la totalidad de los gastos públicos que se espere realizar 

durante la vigencia fiscal respectiva.  
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debe contar con la correspondiente disponibilidad presupuestal, al 

igual que con relación a los contratos estatales se debe contar (para 

la apertura del proceso de selección) con la correspondiente 

disponibilidad presupuestal11. 

 

La sentencia C-402 de 1997: Se estudia en esta providencia la 

constitucionalidad del artículo 40 de la ley 331 de 1996, “Por la cual 

se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de 

apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o. de enero al 31 de 

diciembre de 1997”. En esta providencia entra a reiterar y consolidar 

la nueva posición asumida en la sentencia anterior, es decir, reitera 

la inembargabilidad como regla, y la excepción como todos los 

títulos legalmente válidos, independiente del origen o naturaleza de 

la obligación en ellos contenida, una vez transcurridos los 18 meses 

desde que se hizo exigible la obligación. 

 

La jurisprudencia contencioso administrativa: A partir de la 

vigencia de la ley 80 de 1993, su artículo 75 radicó la competencia 

para conocer de los procesos de ejecución que tengan como base 

de recaudo el contrato estatal en cabeza de la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo. Por su parte, la ley 446 de 1998, en sus 

artículos 40 y 42, que modificaron los artículos 132 y 134B del 

C.C.A., radicó en cabeza de los Tribunales Administrativos y los 

Jueces Administrativos del Circuito los procesos ejecutivos 

originados en las condenas impuestas por la misma jurisdicción, 

convirtiéndose así el juez de lo contencioso administrativo en el juez 

de la ejecución de los contratos estatales, y las providencias 

dictadas por él, materia que, hasta la vigencia de dichas normas, 

había sido ajena a esta jurisdicción especializada que se dedicaba 

(de forma exclusiva) a los procesos de conocimiento. 

Resulta claro el papel protagónico de esta jurisdicción en el tema 

bajo estudio, pues han sido múltiples los pronunciamientos que se 

encuentran al respecto. Sin embargo, resaltaremos los siguientes 

por contenerse en ellos reglas interpretativas sobre el tema: 

                                                           
En consecuencia, ninguna autoridad podrá efectuar gastos públicos, erogaciones con cargo al Tesoro o 

transferir crédito alguno, que no figuren en el presupuesto (Ley 38/89, artículo 11. Ley 179/94, artículo 55. 

inciso 3o. Ley 225/95, artículo 22).” 

 

Igualmente, conforme a lo consagrado en el artículo 36 ibídem, “El Presupuesto de Gastos se compondrá de 

los gastos de funcionamiento, del servicio de la deuda pública y de los gastos de inversión.” 

11 La Ley 80 de 1993, consagra lo anterior, como materialización del principio de economía, en el numeral 6 

del artículo 25 y en inciso segundo del 41, como requisito para la ejecución del contrato, el contar con la 

correspondiente disponibilidad presupuestal, salvo que se trata de contrato que comprometa vigencias futuras. 
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Auto de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 22 

de junio de 1997, radicación S-694: Por razones de importancia 

jurídica, la Sección Tercera somete a decisión de la sala plena de lo 

contencioso administrativo el asunto bajo estudio con el fin de fijar 

unas reglas para la embargabilidad de los bienes de propiedad de 

las entidades estatales. 

 

La providencia en mención, en sus apartes más importantes, es del 

siguiente tenor: 

 

“Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 

excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las 

sentencias dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con 

los créditos laborales contenidos en actos administrativos; y la tercera, 

con los créditos provenientes de contratos estatales.  Excepciones que 

encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; en la sentencia C - 

546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 80 de 1993. 

La primera excepción se entiende porque al permitirse la ejecución de la nación 

vencidos los 18 meses de que habla el mencionado art 177, habrá que aceptar 

la viabilidad del proceso ejecutivo con todos sus alcances y medidas; entre las 

cuales las cautelares de embargo y secuestro son las que realmente le darán su 

efectividad y su razón de ser.  Esta conclusión encuentra su aval en la sentencia 

de la Corte Constitucional de 1º de octubre de 1992 antecitada. 

Frente a los créditos laborales (segunda excepción), la situación es diferente 

aunque no exista ley expresa que así lo señale, pero sí principios constitucionales 

que avalan la interpretación dada por la Corte Constitucional en el fallo aludido, 

con miras a lograr la efectividad de los derechos reconocidos mediante actos 

administrativos. (ver sentencia C - 546).  En este sentido, la ejecución en este 

campo, con las medidas cautelares propias del proceso ejecutivo, encuentra su 

respaldo en lo que disponen los arts 25 y 53 de la carta, por ser el trabajo un 

derecho y una obligación social, frente al cual el Estado no sólo “garantiza el 

derecho al pago oportuno” de lo debido, sino también que la ley , los contratos, 

los acuerdos y convenios no podrán menoscabar los derechos de los 

trabajadores. 

En materia contractual el art 75 contempla una tercera excepción, al permitir la 

ejecución de las entidades públicas con apoyo en títulos ejecutivos derivados de 

los contratos estatales.  Aquí también la posibilidad en la ejecución abre la de 

las medidas cautelares, pese a la falta de explicitud de la norma.  Esta 

interpretación es así finalista y si ese art 75 no restringe la aplicación de la 

normatividad propia del proceso ejecutivo, habrá que entenderlo en su 

integridad. 

Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 

marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto 

a las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse 

sino dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 

derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá 

estarse a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 

… 

c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 

estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 

Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
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mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación 

o sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 

presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 

régimen de las primeras)  y  las  Empresas sociales del Estado, no tienen el 

carácter de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del 

Presupuesto y por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes 

sujetos a medidas cautelares. 

… 

2) A nivel seccional 

 

En este campo el principio de la inembargabilidad de los bienes de los 

departamentos y municipios no es tan rígido, tal como lo da a entender el art 

684 del c de p.c., en armonía con los arts 336 y 513 del mismo código.  Así, 

mientras la ley no disponga otra cosa, se aplicará a nivel seccional, en lo 

pertinente, el art 684 del c de p.c., que es del siguiente tenor: 

… 

Como es obvio, la norma tendrá efecto en relación con los citados entes públicos, 

en lo que se refiere a los nls 2, 3, 4 y 7.  Los demás se excluyen, porque: los de 

uso público (nl 1) por disposición de la Carta no son embargables; y los referidos 

en los nls 5, 6, 10, 11, 12, 13 y 14 son de propiedad de los particulares y no 

bienes públicos. 

A este nivel la ejecución de las sentencias de la jurisdicción administrativa 

deberá ajustarse al término señalado en el art 177 del c.c.a. y no a lo que 

dispone el art 336 del c de p. c.  La norma es especial y aquel dispositivo no 

hace distinción alguna. 

En cambio, pese a lo que señala la Corte Constitucional, la ejecución de los 

créditos laborales contenidos en actos administrativos dictados a nivel seccional, 

deberá sujetarse a lo previsto en el citado art 336, se entiende en cuanto al 

término a partir del cual podrá procederse a su ejecución.” (Negrillas propias)12 

 

Sobran los comentarios ante la claridad de la mencionada 

providencia.  

 

Así las cosas, dependiendo del título ejecutivo utilizado, la regla de 

la inembargabilidad de los bienes y rentas incorporados al 

presupuesto general de la nación sufren una excepción en aras de 

maximizar el derecho al acceso a la administración de justicia y a la 

efectividad de los créditos legalmente reconocidos a cargo del 

Estado. 

 

Embargo de remanentes: El artículo 466 del C.G del P, dispone 

que es posible perseguir ejecutivamente bienes embargados en 

otros procesos, pudiendo solicitar el embargo de los que por 

cualquier causa se llegaren a desembargar y el remanente del 

producto de los embargos. 

                                                           
12 CONSEJO DE ESTADO. SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Consejero ponente: CARLOS 

BETANCUR JARAMILLO. Auto del 22 de julio de 1997. Radicación número: S-694. Actor: INGESTUDIOS LTDA. 

Demandado: FONDO MUNICIPAL DE VALORIZACIÓN -  FOMVAL. 
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Caso concreto: En el presente asunto se pretende la ejecución de 

una sentencia judicial, emitida dentro del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho que condenó a la entidad 

demandada al reconocimiento y pago de pensión de vejez del 

ejecutante con el promedio de los factores salariales devengados en 

el último año de servicio y el consecuente pago de los reajustes 

pensionales correspondientes.  

 

En consecuencia, encontrándose el título ejecutivo de recaudo 

dentro de las excepciones al principio general de inembargabilidad, 

se dispondrá proceder con la medida cautelar solicitada hasta tanto 

se satisfaga la obligación, ordenando el embargo y secuestro de los 

dineros depositados en las cuentas de ahorros y corrientes en el 

banco popular, en especial en las cuentas Nos. 110-026-00138-8; 

110-026-00140-4; 110-026-00169-3; 110-026-00137-0 y 110-

026-001685. Se limitará el embargo hasta la suma de CIENTO 

OCHENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS VEINTICINCO MIL 

CIENTO SESENTA PESOS M/CTE ($187.625.160).13 

 

Respecto a la solicitud de embargo de remanentes dentro del 

proceso ejecutivo singular seguido por DORIS LAMBY BARRETO  

contra la UGPP,  que cursa en el H. Tribunal Administrativo de Sucre 

bajo el radicado 2016-00014-00, por ser procedente de conformidad 

con el artículo 466 del C.G.P, se procederá a decretar la medida. 

 

Por ultimo en lo que respecta a la solicitud de oficiar al FONDO 

NACIONAL DE PENSIONES DEL NIVEL NACIONAL- FOPEP, se 

accederá a la solicitud, por lo cual dicha entidad deberá indicar las 

cuentas de ahorro o corriente que tenga la entidad ejecutada UGPP, 

en las distintas entidades bancarias y el origen de los recursos 

teniendo en cuenta que se trata de un proceso ejecutivo en el cual 

se persigue el pago de una sentencia judicial.  

 

En consecuencia, el Juzgado, RESUELVE: 

 

PRIMERO: Ordénese el embargo preventivo de los dineros que 

tenga la entidad ejecutada UGPP en la entidad bancaria Banco 

Popular, en especial las cuentas Nos. 110-026-00138-8; 110-026-

00140-4; 110-026-00169-3; 110-026-00137-0 y 110-026-001685. 
 

                                                           
13 Lo anterior teniendo en cuenta que el mandamiento de pago fue librado por la suma de 
$125.083.440, más un 50% (art 593 Nº 10 C.G.P) 
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SEGUNDO: Ordénese el embargo del remante de los dineros que 

se llegaren a desembargar dentro del proceso dentro del proceso 

ejecutivo singular seguido por DORIS LAMBY BARRETO  contra la 

UGPP,  que cursa en el H. Tribunal Administrativo de Sucre bajo el 

radicado 2016-00014-00, en los términos del artículo 466 del C.G. 

del P. 

 

TERCERO: Limítese el embargo decretado hasta la suma de CIENTO 

OCHENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS VEINTICINCO MIL 

CIENTO SESENTA PESOS M/CTE ($187.625.160). 

  

CUARTO: Por Secretaría, comuníquese esta decisión a las entidades 

arriba relacionadas, en la forma indicada en el Art. 4º del Acuerdo 

1676 de 2002 en concordancia con el Acuerdo 1857 de 2003, 

expedidos por la Sala Administrativa del H. Consejo Superior de la 

Judicatura, advirtiéndose que: a) El embargo queda consumado con 

el recibo de la comunicación; b) Las sumas retenidas deberán 

consignarse en la cuenta de depósitos judiciales de este Despacho 

dentro de los tres (3) días siguientes a ello. 

 

QUINTO: Oficiar al FONDO NACIONAL DE PENSIONES DEL NIVEL 

NACIONAL- FOPEP, para que rinda un informe donde deberá indicar 

las cuentas de ahorro o corriente que tenga la entidad ejecutada 

UGPP, en las distintas entidades bancarias y el origen de los recursos 

teniendo en cuenta que el presente proceso ejecutivo se trata de un 

proceso ejecutivo en el cual se persigue el pago de una sentencia 

judicial. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

 

SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA 

 

JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

SINCELEJO-SUCRE 

Por anotación en ESTADO No 028, notifico a las partes de la providencia anterior, hoy 
24 de mayo de 2021, a las 8:00 a.m.  

LA SECRETARIA 
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